
J'-íJURISPRUDENCIA DEL TRIBÜNAI
CENTRAL DE TRABAJO

SlTM/lKTO :

Contrato de trabc.ja.--Il. Retribución: Salario.--III. E-xtincióii de ¡a relación laboral:
Despido.—IV. Reglamentaciones de, trabajo: a) Líneas aéreas; b) Porteros fincas
urbanas de Madrid ; c) Si^erometalúrgicíi ; d) Textil (Sector al;;odór.) ; o) Toxtil
(Sector esparto).- V. ('itc/Honcs de. procedimiento.--VI. Seguridad soc.uü: a) Se-
4T l!ro d e Rnfen:ii'd:-(íl ; ')} Sofínro íic Vejez e Inva l idez ; c) IVÍutualismo IaÍK>rí*l.

I. CONTRATO DE TRABAJO

Agente Comercial. ¡ncompeiencilL—A tenor de las declaraciones de fado en k
sentencia de instancia, el actor, como Agente Comercial Colegiado, prestaba ios servicios
de promover la venta de los productos fabricados por la demandada a cambio de una
comisión sobre el importe de las ventas realizadas cada semestre simultaneando la repre-
sentación con la de otras Casas Comerciales y clare es que ai no existir horario, ni
jornada, ni salario fijo, ni exclusividadd ni preferencia, no cabe estimar la reiación
de dependencia que en tiempo, modo y función constituye el fundamento del contrato
de trabajo, conforme a la definición formulada por el art. i.l/ de la ley Laboral d¿
•j.6 de enero de 1944 y por ella lo actividad del actor no se halla incluida en el ámbito
de aplicación de la jurisdicción ele trabajo y en todo caso le sería aplicable !?. excep-
ción del art. 3." de la Orden de. 27 de junio de 1960 que se invoca en el recurso, dado
el carácter de libre ejercicio de una profesión, por 1» que procede confirmar la decía'
ración de incompetencia formulada en la sentencia recurrida. (Sentencia de 10 de
•mayo de 1961.}

El actor venía trabajando como Agente Comercia! Colegiado con la empresa deman-
dada desde 1956. Así lo reconocía mediante carta dirigida a la empresa, y prjcisamentíí
para evitar las confusiones a que pudiera dar lugar la Orden ministerial de 27 de junio
anterior, manifestando que. tal Orden no afectaba al mismo por ser Agente Comercial
Colegiado libre y ser sus relaciones de naturaleza esencialmente mercantil, reculadas
por las disposiciones del Cód¡;»o de Comercio. Con fecha 28 de octubre último la empresa
•demandada dio por resuelto con el actor la relación comercial que mantenían.

Planteada cuestión de competencia, la Sala debe conocer de la totalidad de í°3

autos y de estos resulta que las funciones mediadoras que realizó el actor lo fusfon
•en calidad de Agente Comercial libre, sin que se haya, siquiera intentado, por aquél>
probar que las operaciones que rsalizaba necesitaban para su perfeccionamiento )undico
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ú consentimiento o conformidad de la demandada, extremo ai q'.u; tampoco alude en
la demanda, razones por las que de acuerdo con el artículo 3.0 cíe la Oí den de 27 de
junio de 1960 el contrato entre las partes no era laboral sino mercantil, precediendo en
consecuencia declarar la incompetencia de los Orgnn:smcs contenciosos laborales para co-
nocer de la demanda, ;-,or razón de la materia. (Sentencia de. u. de m;.yo de i<;(ii.)

Planteada cuestión de competencia, la Sal.i Jí;be con.'í'er de la letalidad d<: los riut-::*,
y de asios resulta que c! actor desde i.'1 ele jr.iio de ICJ.}2 figura •.•ascriío en. el Colegio
en calidad de Agente Comercia!, dedicándose a desarrollar actividades correspondientes
al ejercicio de su profesión libre a favor de la demandada y de cualquier otra empresa
que recabara sus servicios, devengando las comisiones pactadas y disponiendo, para
llevar a cabo las aludidas actividades derivadas de su profesión, de dos asalariados a
sus órdenes para el desarrollo de aquéllos y de un local pala depósito de mercancías,
colaborando además para ti éxito del negocio algunos familiares, teiv.cncio cuantas co-
rrientes en los Bancos Central, Español de Crédito, ! lispano-Ameiicano, Banca de Me-
rlina, habiendo puesto í'in la demanda a las relaciones que con el demandante !o liga-
ban el -6 de septiembre, previa revocación del mandato el zA del mismo mes y, como
de acuerdo con el art. 5." de la Orden de ::y de junio de luóo, esta no entró en vigor
sino a partir del 1." de octubre siguiente es indudable que aquella disposición no opera
en el caso riel recurso y por estar regidos el contrato entre las partes a 1?. fecha dr? su
terminación por la legislación mercantil, debe declararse la incompetencia de jurisdic-
ción de los Organismos laborales para canece: de I.i demanda por razón de la ¡naterir..
(Sentencia de 25 de mayo de 1961.)

.lutos por la parte demandada y de la certificación del Ayuntamiento, solicitada en
providencia para mejor proveer, necesariamente tienen que establecerse dos hechos t
:.°, que a la demandada A. se le adjudicare:1, las obras para la ampliación del .-.h.isteci-
miento de aguas de la Villa; i.'\ que el demandado subcontrató las obras a ¿\ adjudi-
cadas a J. L., en la que efectuaron los trabajos los demandantes.

Partiendo de los hechos establecidos en la sentencia y de los que se consideran
también probados por esta Sala, únicamente precude determinar las responsabilidades
Tue pudieren corresponder a A., sin perjuicio de las acciones del mismo en ¡a juris-
dicción competente, en relación con apoderamiento o contrato existente entre este s.'.ñor
y la Sociedad M. y el destajista S. M. Establecido que a ¡o.? actores se les adeudan per
ti concepto de salarios las cantidades que reclaman en la demanda, es evidente que de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo c».0 d:' ¡a Orden de 29 de marzo de 1956, en
el que se determina que las Hmpresas de construcción son subsidiariamente responsa-
bles en las obligaciones laborales y de previsión que contraigan los destajistas con los
que hubiesen establecido los correspondientes conciertos; por lo que precede estimar
«1 recurso, pero dando ?. la responsabilidad de! condenado A. el carácter subsidia-
rio cji:c le atribuye el precepto citado anteriormente. (Sentencia de 15 de julio de 1961.}

Persona! temporero o eventual de Puertos y Faros. Incompetencia. — Esencialmente
"¿e funda el recurso en la suposición de que el juzgador de instancia interpretó erró-
neamente el art. 8." del listatuto reglamentario del personal administrativo de Puertos
y Faros, entendiendo que la demandante pertenecía al personal temporero o eventual
•» une dicho artículo se refiere y también el 4." del propio Estatuto, \T> que a juicio &?.
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la re irrente constituye una interpretación equivocada por establecer el párra'o }." ce!',
mencionado art. 8." que la persistencia o necesidad del persona! eventual o tempore-
ro por tiempo superior a dos años obliga a preponer la creación de las correspondien-
tes plazas de plantilla y proveerlas en la íorma establecida por e! mismo Estatuto, y
como la demándame prestó sus servicios durante seis años y no era de plantilla es-
tima ha cíe regularse su relación con la demandada por las normas laDoraits. LVJ CIro-
neo del razonamiento de 1,1 recurrente, de modo claro aparece, leda vez que el in-
cumplimiento -por parte de la demandada cíe la obligación clti proponer ia creacic'n de
la plaza de plantilla, al transcurrir los dos <¡ños de prestación ele servicios ele la acte-
ra, o ia falta de resolución de la propuesta por ¡a superioridad, puede dar lugar en
tod:> caso a la exigencia de responsabilidades adrnini.sín.tivas o a que, en la vía op~r-
tuna, quienes se crean lesionados :;or la taita de propuestas o resolución, ejerciten los
derechos que les asistan; pero en modo alguno a que ia relación que unía a les liti-
gantes, de tipo administrativo, como implícitamente, se reconoce en el iv.cursr, y se
deriva de. los hechos declarados probados en la sentencia recurrida, que expresamen-
te son reconocidos en el mismo, se convierta en laboral, per lo que es viste el acier-
to con que el juzgador de instancia rechazó esta última interpretación, eslimandc que
en todo momento la relación que unía a los litigantes fue la misma y de carácter pú-
blico administrativo, regida per sus normas especiales y extraña a ia competencia de
la jurisdicción de. trabajo, procediendo así declararlo y desestimar el recurso. (.Sen-
tencia de 17 de mayo cíe 1961.)

Suspensión temporal.• Si bien ha de prescindirse de las causas que motivaron la
suspensión de ks actores y ha de estarse al compromiso adquirido de readmisión cuan-
do se reanudasen ios trabajos, como se alega en el recurso, es lo cierto, como se
establece en la sentencia, que la obligación de readmisión contenida ha de serlo. c:i
consecuencia, por las distintas especialidades que en minería se establecen cuantíe
aquella reanudación lo ;;ea en relación con los trabajos de la especialidad de los acto-
res y respecto a la cual reclaman, y siendo así que después del derrumbamiento de
la mina los trabajes realizados no corresponden ni a la categoría ni especialidad r.e
ios reclamantes, hasta que no surja la necesidad de éstos, no puede considerarse in-
cumplido el acuerdo, y por ello no se incidió en la infracción de! art. 1.114 del Cód'.gc
civil, que se alega, y ha de confirmarse la sentencia. (Sentencia de 1 de junio de iiiói-í

II. RETRIBUCIÓN

S A L A R I O

Salario global. Horas extraordinarias. Valor prueba testifical a efectos da rei'tsion
de los hechos probados.- -liste recurso combate la aspiración judicial sobre la base de
que en el casillero correspondiente a horas extraordinaria-; no figuran las 13-5,30 pese-
tas semanales que el Magistrado de instancia declara abonadas por este concepto;
pere olvida el recurrente que el Magistrado establece también con valor de h~ciio en
un considerando (sin que ello le reste validez) que esa cantidad era fija y global Fo :

el referido concepto, y percibida, conjuntamente, con el salario, por lo que no er.i
obligado incluirla en el casillero correspondiente; y como por otra parte es inoperar.-'-
combatir el valor que aisladamente haya concedido el Magistrado a Ja prueba K.-tii!-
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cal, ya que está excluida a tales efectos revisónos por e! núm. ?.." del art. 149 de!
Decreto de 4 de julio de 1958, es visto que la sentencia de instancia aplica rectamente
si derecho. (Sentencia ce 30 áe. mayo de 1961.)

III. EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL

D E S P I D O

Concurrencia desleal.—Al no estar acreditado que el empresario, después de efec-
tuar el traspaso continuase sus actividades en otro local o en su propio domicilio,
impide apreciar li competencia desleal que se alega como causa y fundamento del des-
pido, ya que tal falta está basada en los perjuicios que la actuación particular cié',
operario causa a su patrono, perjuicio que en el presente caso no puede existir desde
el momento que les hechos ocurrieron después dei traspaso del establecimiento y
cuando el empresario ya tenía decidido no continuar sus actividades, como lo ponen
de manifiesto las gestiones que realizaba para encontrar nueva colocación a! deman-
dante y eludir las consecuencias de un despido, según se afirma en el considerando
de la resolución combatida. Por consiguiente, al entenderlo así el Magistrado de ins-
tancia no infriólo el art. 98 ce! texto refundida ya citado, ni el apartado g) del ar-
tículo 77 de la ley de Contrato de Trabajo. (Sentencia de 7 ac junio de ic/n.)

Congruencia. Hechos nc- probado!,.- -Kjercitada er. estos autos una .«.cción .de despi-
do y estimada la demanda por ¡a Magistratura de Trabajo, declarando improcedente
al despido y condenando a la Empresa demandada con los pronunciamientos legales
de readmisión o indemnización y salarios de trámite, es visto que existe periecta rela-
ción entre lo pedido y lo resuelto y, por censiguien'a-, no cabe alegar incongruencia,
•como se hace por la Empresa recurrente, pues el fallo recurrido se ajusta a Ic exigido
per el nrí. 459 de la ley de Enjuiciamiento civil; pero es que íampoco puede enten-
derse <¡UÍ>. exis;c la discordancia que en el recurso se alega entre la declaración de he-
chos y e! fallo, porque contrariamente ,i lo afirmado aparece evidente que en aquéllos
no se tiene por cierto sino el hecho de la denuncia de un compañero sobre el núme-
ro de ncontinosv- vertidos per el equipo del actor, y por ello en el segundo conside-
rando de la sentencia se dice literalmente: «que sólo existe en contra del actor la impu-
tación de un compañero de trabajo, que la Empresa no ha comprobado debidamente
ames del inicio, ni probado en él...»; y como a la imputación de malos trates de pa-
íahra al trabajador denunciante se dice expresamente en e! resultando de hechos y
se reitera en el setundo considerando que no se ha probado que fuera actor el de-
mandante, es necesario admitir que con tales premisas sólo procedí?, en justicia el
fallo que se combate en el recurso, por lo eme con desestimación del mismo que se
contrae, a ¡a alegación de incongruencia, se impone confirmar }a sentencia recurrida.
(Sentencia de 1-; de julio de 10.Ó1.)

Contrato por tiempo determinado.— lil demandante en los presentes autos presta
servicios para la demandada desde hace varios años. Sin previo aviso y de un mojo
verbal como es norma de costumbre de la demandada, fue despedido de su pues! o
de trabajo e! 26 de! mismo mes. Posteriormente la patronal demandada lo readmitió.
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El actor en esta litis fue demandante en otro»' autos por despido, en u:;c:o seguido
ante, esta misma Magistratura y contra la misma demandada.

Respecto a la excepción de la litis pendencia alegada ha de tenerse en cuenta que el
juzgador de instancia que conoció de los juicios por despido seguidos con xnterion-
dad per el litigante y en los que aquélla pretende fundarse, declara en el segundo
considerando de la sentencia recurrida, y esta declaración tiene el valor de hech-:> pro-
bar! L» aunque no haya sido formulada en el lugar oportuno, inie no guardan relación
tales juicios con el presente, por le que la parte del recurso en la que, sin atacar la
expresada declaración, se afirma que aquella excepción era viable, debe ser desesti-
mada e igualmente las restantes alegaciones del recurso relativos al examen ciei dere-
cho aplicado perqué en ellos no se concreta qué precepto legal se estima infrinjpr.c
o cuándo se determina éste, o s o ocurre con el art. 27 de la ley de Contrato de Tra-
bajo, es para sentar la errónea afirmación de que <nc existen elementos de juicio par.i
determinar que el contrato de trabajo es de los comprendidos en el art. ?.j de. la ley
que lo regula i', siendo así que no sólo el que p.l Magistrado declara existente entre los
litigantes, sino también el que la recurrente estima les unía, están comprendidos en
el indicado precepto iegal que per regular los efectos generales del contrato ce traba-
jo abarca a todos los de esta conceptuación legal. (Sentencia de 27 de abril de iqúi.)

IV. KliGLAMKNTACIONiiS DE TRABAJO

a) LÍNEAS AÉRF.AS

Avtaciú-,! y Comento. Recurso previo ar.ic. la Dirección General de Aviiicu'n Civil-
Incompetencia.—A tenor del art. 58 del texto refundido del 'Procedimiento laboral ds
4 de julio de 1958, en las reclamaciones de les trabajadores centra las resoluciones de
la Compañía de Aviación en que prestan sus servicios se ha de recurrir ante la Di-
rección Genera! de Aviación Civil del Ministerio del Aire, la que resolverá la cui'.s-
uón definitivamente o se inhibirá de su conocimiento ante la correspondiente Magis-
tratura de Trabajo, de tal medo que solamente después de tal inhibición nace la com-
petencia da la Magistratura, y como en el presente casa esa previa actuación de la Di-
rección General de Aviación Civil no ha tenido lugar, es vista la necesidad de con-
firmar la declaración de. incompetencia de la Magistratura de instancia. (Sentencia de
1.} de junio de 1961.)

b) PORTEROS DE KINCAS URBANAS DE MADRID

Despido. Requisitos notificación.-—Que a tenor del art. 9S del Decreto de Proce-
dimiento laboral de 4 de julio de 1958, siempre que haya sido debidamente alégaos
y probada alguna de las causas del art. 77 de la ley de. Contrato de Trabajo, el des-
pido será calificado de (procedente», y como en la carta de despido que obra en autos
se. dice que. «por requerimientos que han sido formulados por la mayoría de los m-
quilinos el?, la finca, ante el tota! abandono y actitud que observa en sus funciones
de portera, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 9', del Decreto de. 4 de julio de iy5Ív
la comunicamos que queda usted despedida...3, es visto que se hace imputación de una
falta labora! como justificativa del despido y por ello la cita del art. 93 del Decreto
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de Procedimiento, que en !a misma carta se contiene y puesto que r.o cabe alegar
indefensión -porque !a demandante ya sabía que, tanto como fundamento de la queja
cié los inquilinos, o como causa .lisiada de despido, se le imputaba el total abandono-
de sus funciones y toda vez que ello se declara probado, es maniriesta la necesidad-
da desestimar el recurso. {Sentencia de 25 de mayo de ig6x.)

c) SiOBROMHTAl.UKGIA

Clasificación escalafonal. jurisdicción conipateute.—Na discutida por la demanda ¡a-,
fecha de ingreso de ¡os actores al servicio de la misma, la cuestión planteada se redu-
ce a determinar c¡ lugar y puesto que en el escalafón de la empresa corresponde a los
accionantes, materia propia del conocimiento de ios organismos administrativos del
Ministsrio de Trabajo, de conformidad con lo establecido en el art. 66 del Reglamen-
to Nacional para las Industrias Siderometalúrgkas de 27 de juíio de 1946, en el que
se dispone que si los operarios en ella encuadrados no están conformes con la clasifi-
cación escalafonal acordada por su Empresa, podrán recurrir ante la Delegación Pro-
vincial de Trabajo, la cual en el caso debatido, prestó su visado a normas generales
de clasificación acordadas por la Empresa sideromf.talúrgica demandada para regulari-
zar la situación del personal comprendido, como los actores, en las categorías de ofi-
cios, lo que evidencia que la Magistratura laboral JJO tiene facultades ni puede resol-
ver en lo que concierne a la materia expuesta, y al no entenderlo así el juzgador de
instancia, entrando a conocer de! fondo de! asunto, infringió e! síndico precepto, de-
biéndose en su consecuencia, al admitir el recurso, declarar la incompetencia de la ju-
risdicción laboral para conocer del fondo de ¡a reclamación. (Sentencia de 9 de junio
de :g6r..:!

el) TEXTIL (Sector algodón)

Traslado forzoso. Abandono de trabajo.—Los demandantes venían prestando sus.
servicios a la Empresa demandada. El día 28 de septiempre próxima pasado no fue-
ron admitidos al intentar su entrada en la íábrica. Kl año 1959» y con fecha 28 de
septiembre, se colocó un aviso er. el tablón de anuncios de la fábrica, en el que se
hacía saber al persona! adscrito a ia sección de telares natreches y !as cíe preparación
cíe loa mismos, ¡a decisión de la Empresa de trasladarlos a otra localidad, y se les ciaba
e! preaviso de un año, encareciéndoles que ¡os que optaran por el traslado comuni-
caran su decisión a la mayor brevedad posible, al objeto de organizar las plantillas.
Ninguno de los hoy demandantes hizo manifestación en tai sentido ni antes de trans-
currir el plazo de preaviso ni siquiera después, al intentarse la conciliación sindical. La.
Empresa ha procedido al traslado de dicha maquinadla.

En el recurso no se combaten les hechos que el Magistrado de instancia declara
probados, a través del cauce exigido en el número 2.<' del art. 149 del Decreto de 4
de julio de 1958, por la doble razón siguiente: i.- Porque las manifestaciones que
hagan las partes en el acto conciliatorio sindical sin inhábiles a efectos revisorios-
del juicio de hecho. 2.a Porque las que hicieren los actores en dkho acto concreta-
mente, de considerar injusto el despido por traslado de industria confirman el hecho-
cuarto probado.

I-os que demandan, a pesar de ser preavisados con el plazo legal de un año que
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para supuestos de traslado de industria exige el art. 29 de la Reglamentación apli-
cable, aprobada por Orden de i." de abril de 1943, no comunicaron a la patronal su
decisión de trasladarse al nuevo centro de trabajo y, por el contrario, no se presenta-
ron en este, para continuar prestando sus servicios, ni a la fecha de expiración del
plazo aludido de prsaviso, ni siquiera en el acto de conciliación sindica! exteriorizaron
su propósito de incorporarse a aquél. En estas circunstancias es necesario declarar qu¿
los accionantes, por actos propios, unilateralmente pusieron fin a sus contratos Hbo-
rales, operando la causa 9.a dei art. 76 de la ley vigente de Contrato de Trabajo, no
resultando vulnerados, sino rectamente aplicados dichos preceptos, razones por las que
tampoco puede prosperar el segundo motivo, relacionado cor. e! examen dei ;>.nx:ho
aplicado. (Sentercia de 16 de mayo de 1961.)

e) TEXTIL (Sector esparto)

Arrendamiento bombo de rastrillas. Incompetencia.—El demandado, dueño empre-
sario de una fábrica de espartos, tiene en el recinto de la misma un aparato o bombo
para el rastrillo del esparto. En el mes de enero del corriente año cedió dicho bom-
bo de rastrillar al actor para que éste trabajase en el mismo en las siguientes con-
diciones: a), poder rastrillar a terceros, lo que hizo en ocasiones cobrando a ios mis-
mes a 65 céntimos el kilo de esparto rastrillado; b), rastrillar asimismo el esparto
del propietario de la fábrica y bombo, ai precio ást 4c céntimos kilo, es decir, con la
bonificación que implica la diferencia entre uno y otro precio, por ser el bombe y
local del ex-pres?.do. El r.ctor percibía de los terceros y del demandado el importe de!
esparto rastrillado y pagaba a su vez a los ayudantes que tenía para el trabajo en el
bombo. El demandado decidió no continuar ia cesión del bombo de rastrillar que tenía
hecha en las expresadas condiciones el actor, c! cuai por el rastrillado del esparto ha
percibido desde el mes de enero ds! corriente año hasta el día del cese !a cantidad
de 41.326,65 pesetas.

Del resultado de las actuaciones, reflejado en ¡a declaración de hechos probados
de ¡a sentencia recurrida, se deduce que en la relación que unió a ¡os litigantes y a la
que se refiere la demanda, no se ciaba el requisito de dependencia que el artículo 1."
de la ley de Contrato de Trabajo consigna como tipificador del contrato de la expresa-
da índole, toda vez que el actor no estaba sujete a horario y jornada de trabajo, uV'
¡izaba los servicios de obreros por su cuenta y bajo su dependencia y realizaba los
trabajos que a bien tenía para terceros, por lo que al faltar aquel esencial requisito,
ni la relación expresada puede entenderse que constituyese contrato Az trabajo, r.i
para conocer de los conflictos que de dicha relación se derivan es competente la
jurisdicción del trabajo, según se deduce del contenido del art. i.° del texto refundi-
do del Procedimiento labora! aprobado por Decreto de 4 de julio de. 1958, por !o que
procede así declararlo, sin efectuar otro pronunciamiento, lo que r.c fue entendidc
así por el juzgador de instancia, quien no obstante considerar, de -.cuerdo con la ace-
trina anteriormente, expuesta, que. no existió contrato de trabajo entre los litigantes,
absuelve el demandado, infligiendo así lo dispuesto en el párrafo 2." del art. 3." d**'
citado texto procesal, por lo que debe darse lugar a! recurso en la parte en que- así
se solicita y razona, desestimando el resto. (Sentencia de 17 de maye de 1961.)
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V. CUESTIONES DE PROCEDIMIENTO

Aítsmtdación de acciones. Despido y reclamación de salarios. Nulidad.—Según ya
ha declarado esta Sala reiteradamente, entre otras en sus sentencia de 8 de mayo
y 20 de octubre de 1953 y 12. de febrero y 28 de octubre cié 1959, per ser de orden
público las normas procesales si se observan defectos esenciales en el procedimiento,

' se impone declarar su nulidad de oficio, siguiéndose así de jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo, contenida entre otras en sus sentencias de 20 de octubre de 195:2 y
:6 de mayo de 1959, siendo precedente la reposición de los autos al estado en que
•!« halla cuando la falta hubiese sido cometida. I-iaciendo aplicación de esta doctrina,
la falta en el caso de autos se advierte, y así lo reconoce en el primer considerando
de la sentencia recurrida el juzgador de instancia, que además de ejercitarse en la de-
manda que dio origen a las actuaciones la acción de despido se planteaba la de abono
de salarios correspondiente a bastantes meses de los anteriores a la fecha de presen-
tación cié dicha demanda y tal petición, como igualmente considera el Magistrado
a quo, no puede ser acumulada a la demanda de despido, pues ciertamente a ello se
opone !o que taxativamente dispone el art. 16 del texto refundido del Procedimiento
laboral, aprobado por Decreto de 4 de julio de 1958, precepto en el que también se
ordena que si cualquier acción se ejercita acumulada a la de despido, el Magistrado
-ordenará sea requerido el actor para que en el plazo de seis días subsane el defecto,
por lo que sin entrar en el examen de los motivos de suplicación se hace procedente
declarar la nulidad de lo actuado, reponiendo los autos al momento procesal aludido
a que el Magistrado debe ordenar sus requisitos el actor para que en el plazo indi-
cado subsane el delecto de. acumulación. (Sentencia de '.6 de abril de 1961.)

Prueba de las obligaciones. Confesión judicial del menor de edad.-- L2 confesión ju-
dicial prestada por quien no tiene capacidad legal par.- hacerla carece de validez según
establece el art. 1.2̂ 1 del Código civil, pero no produce la invalidez de todas ¡as ac-
tuaciones posteriores, sino la de las que de ella exclusivamente se deduzcan, por lo
que en el caso de autos, en el que prestó confesión el menor, hijo del demandante y
recurrente en su representación y sobre los mismos extremos que versó la confesión
se practicaron otras pruebas, suficientes por sí mismas para que pudiese formar su
criterio el juzgador de instancia, quien er. sus consideraciones no se refiere a la prue-
ba de confesión del menor y sí al conjunto de la practicada, la validez de la declara»
ción de hechos probados es evidente, y dado el que se halla perfectamente ajustado
al derecho que se aplica en la sentencia recurrida, es clara la procedencia de desesti-
mar las afirmaciones contrarias y no razonadas del recurso, así como las restantes i la-
tivas a la infracción del art. 1.114 ael Código civil por ser inexactas, toda vez que en
cuanto la incumbía, la parte demandada aportó la prueba necesaria y, en todo caso,
porque dicho precepto legal por su generalidad y no contener normas sobre valora-
ción de pruebas, reiteradamente, ha declarado este Tribunal, entre otras en sus sen-
tencias de 3 de junio y 14 de noviembre de 1959, que es ineficaz para el fin prepues-
to en el recurso. (Sentencia de ?.<> de abril de 10.61.)

Revisión de hechos probados. í,a revisión de ios hechos declarados probacos en
las sentencias recurridas en suplicación, autorizada por el número 2." del artículo 149
del texto refundido de Procedimiento laboral, aprobado por Decreto de 4 de julio
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de 1958, sólo faculta a este Tribunal para que mcdiíiquc aquéllos cuando de la prue-
ba documental o pericial practicada y que se señale en el recurso, aparezca c'inuiier.vt;
el error en que e! juzgador de instancia incurrió al establecerlos, pero no permite en-
trar a examinar si la prueba practicada los corroboró o 110, o si lo fueron con mayor
o menor claridad por estar atr¡b""ída al Magistrado sentenciador la potestad ce ana-
íizar y valorar los elementos de convicción aportados al juicio, según previene el ar-
tículo 85 de! texto preces;-! citado, por lo expuesto, el intento de revisión de los
hechos, que se lleva a cabo en e: recurso, con base en e! examen de !a prueba tes-
tifical practicada y en la simple negación de que otros hechos de los decláranos pro-
bados lo hubiesen sido suficientemente, carece de virtualidad par?, producir dicha re-
visión, procediendo desestimar e! recurso. (Sentencia de 12 de junio de iyrii.)

VI. SEGURIDAD SOCIAL

a) S E G U R O D E E N F E R M E D A D

Prestaciones económica*. Magistratura competente.—-Reducida la demanda a la can-
tidad de 9.075 pesetas, importe de prestaciones económicas e indemnización por dc.n-
íermedad a! amparo del art. 13 del Decreto de 7 de junio de 1949. resulta evidení'.'
que el litigio versa .sobre la efectividad de un derecho que reconoce el Seguro Oh'úl¿?--
torio de Jinfermedad, Seguro Social por antonomasia y, por tanto, su tramitación y
fallo ha de amoldarse al procedimiento especial regulado e.n los arts. 129 y siguientes
del Decreto de 4 de julio de. 1958, según dispone la Orden de 32 de abril de 1959 qu-'
no admite excepción alguna en tal supuesto .cualquiera que fuese la cualidad de luí
personas que sean parle en les mismos». Y como quiera que el Magistrado provin-
cial no se atuvo a las: normas que regulan al citado procedimiento especial, sino que
resolvió la litis invadiendo atribuciones de la Magistratura especia! de Previsión Soria;
de Madrid, se está en el caso de anular de oficio las actuaciones practicada? a partir
del acto del juicio para que ei Magistrado a quo, dando cumplimiento a lo dispues-
to en el art. 132 del Decreto de 4 de julio de 1958, se proceda a hacer un resunn'-:-
razonado de las pruebas practicadas y un informe sobre la cuestión de derecho, remi-
tiendo los autos a la Magistratura especial. (Sentencia de y de julio de 1961.)

b) SEGURO DK VEJEZ E INVALIDEZ

Afiliación antuvio; a julio de J95''. Validez cotización de cupones.—E! acuerdo o.c-
negatorio del Subsidio de Vejez expresaba que la solicitante figuró afiliada al Cení'-
I.abural Agrícola, basando la denegación en no acreditar el plazo de espera de in¡¡
ochocientos días —So cupones , toda vez que sólo eran válidos siete cupones; po*'
tura correcta en vista de la legislación aplicable a la razón que determinó so dúo"'
el aquietamiento de la actora puesto que tanto si se inscribió en mayo como i:n i'.ili°
de 1956, el plazo de espera no se cubría. Mas publicada la Orden de. 25 de jumo ce
1958 que otorga plena validez a los períodos de cotización acreditados, son cupones
normales o con recargo cuando la inscripción en el Censo Laboral Agrícola fuese ar-'
terior a i." de julio de 1956; y probada documentalmente por las certificaciones cíe
ia Corresponsalía de. Previsión Social que fue solicitada la inclusión el i<) de mayo de-
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1956, habiendo sido admitido al mismo el 50 de! mismo raes y año y estando al co-
rriente en las cotizaciones extremos que recoge ¡a resultancia de probados—, es
visto que a tal tedia habrá de estarse, pues ai trabajador no es imputable la demora
ti'. !r. tramitación administrativa de su solicitud, conforme tiene declarado esie Tribu-
nal reiteradamente en supuestos análogos, y no habiéndolo entendido así ei Magis-
trado a <;ue se impone ía estimación del recurso y la condena del organismo deman-
dado al abono del .subsidio a carur del i.v de septiembre de IOÍ^O, siguiente a! de la
solicitud origen de la litis presente, conforme se pide en la demanda, y no desde iyS'-j
come se dice extemporáneamente en el escrito de recurso. (Sentencia de 8 de junio
de 1961.)

c) MUTUALISiviO LABORAL

Comlicióti de mulitalista. Paro. Mayores de cincuenta áñoí,. — La sentencia recu-
rrida no infringe el art. 9." párrafo b) del Reglamento del Muí tialismo Laboral ya que
el plazo indefinido de paro forzoso en los productores óc más de cincuenta añes para
causar las prestaciones de jubilación e invalidez es inherente a la continuidad en dicha
situación de paro forzoso, cero si éste cesa (caso del demandante) y reanuda los ser-
vicios per cuenta ajena, a! producirse nuevo paro, que. ya no participa del carácter c¡*
forzoso, sino que es voluntario y transcurre el plazo de cuarenta y cinco días sin cum-
plir ninguno de los requisitos referentes al paro, es visto que cuando posteriormente
se coloca en nueva empresa, después de transcurrido aquel plazo, ya no tenía la con-
dición de rriutualista en la que voluntariamente cesó. (Sentencia de -je de mayo de igói.i:

Situación de pa'<'<>. .Período de carencia.- Aún admitiendo la revisión de hechos pro-
bados en e.í sentido que se pretende, en cuanto a las cotizaciones comprendidas erare
años 11350 y 1953 y aún agregando un día a los 606 que se cotizaron desde el 6 de
abril de io=ií al 22 de octubre de 1959, los argumentos que se esgrimen en el recurso
resultan ineficaces para enervar el pronunciamiento de instancia, toda vez que el juz-
gador nc incidió en las denunciadas infracciones de los artículos 17 y 35 del Reglamen-
to General del Mutualismo laboral, aprobado por Orden de 10 de septiembre de 1954
puesto que ei primero de dichos preceptos previene el cumplimiento, en;re otras, de
las condiciones siguientes: a) Que el interesado haya cotizado durante trescientos cin-
cuenta días dentro de los siete años anteriores a la fecha de la petición, b) Que tenga
cubierto el período de carencia establecido en el artículo 35 ó lo complete en virtud
de lo dispuesto en el último párrafo del propio artículo 17 el cual dispone que del.
importe de las prestaciones y en el momento de hacerlas efectivas se descontarán las
cuotas empresarios y obreras correspondientes a! tiempo que media entre la fecha
en que surgió la situación de paro y la del hecho causante de la prestación. Y cerno
«1 período de carencia que el artículo 35 establece para el caso es de setecientos días,
debiendo ser anteriores a la fecha del hecho causante y estar comprendidos dentro
a2 ios siete años, inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud
'ift que. se trata, es visto que si desde el 5 de abril de 1953 al fauV.cimiento —18 de
d'nembra de 1959— las cotizaciones fueron 607, faltan noventa y tres días para llegar
2 los setecientos exigidos, que mal puede completarse porque el tiempo mediante
entre la fecha en que surgió la situación de paro y la del fallecimiento es inferior ,-.
los noventa y tres días expresados. (Sentencia de 5 de junio de 1961.)

ARTURO NÚÑEZ-SAMPER
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